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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Los apelantes de epígrafe nos solicitan que revisemos y 

revoquemos una Sentencia emitida el 12 de enero de 2016 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI) en el caso civil 

número K PE2014-2439. 

Mediante el dictamen emitido, el TPI desestimó, al amparo de la 

Regla 10.2 (5) de Procedimiento Civil, la Solicitud de sentencia 

declaratoria (Solicitud), presentada, por los apelantes como demandantes 

ante el TPI, el 4 de septiembre de 2014. Los apelantes-demandantes 

solicitaron al foro recurrido que declarara inconstitucional la Ley Núm. 

404-2000, conocida como la Ley de Armas de Puerto Rico, 25 L.P.R.A. 

sec. 455 y ss. (Ley de Armas), así como las enmiendas a ese estatuto, 

aprobadas a través de la Ley Núm. 142-2013 (Ley 142). 
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Los apelantes-demandantes alegaron que la Ley de Armas 

restringe el derecho constitucional de los ciudadanos a tener y portar 

armas, consagrado en la Segunda Enmienda de la Constitución de los 

Estados Unidos y según ha sido interpretado por el Tribunal Supremo 

Federal. 

Adelantamos que se confirma el dictamen recurrido, por los 

fundamentos que exponemos más adelante. 

I 

 La razón de la presentación de la Solicitud de los demandantes se 

inició en el momento en que éstos, según alegan, se vieron 

económicamente imposibilitados de renovar sus licencias de armas de 

fuego. Alegan que los costos de renovación y expedición son 

exageradamente altos, y que la Ley de Armas expone, injusta e 

inconstitucionalmente, a todo aquel ciudadano económicamente 

incapacitado de sufragar estos costos a imputaciones de delitos, 

sanciones administrativas y multas económicas. Alegan que los requisitos 

y sanciones que impuso el legislador por medio de dicho estatuto no se 

dirigen al control de la criminalidad, ni es una reglamentación reconocida 

por el Tribunal Supremo Federal. A su juicio, la Ley de Armas discrimina 

contra el ciudadano por razones económicas y sociales, lo que impide 

ejercer su derecho constitucional. 

Abordaron en su Solicitud varios aspectos en los que, a su 

entender, la Ley de Armas es inconstitucional. Uno de éstos es el 

requisito, establecido en los Artículos 2.02 y 2.05, de obtener una licencia 

para hacer valer el derecho de poseer y portar armas. Por otro lado, 

resaltan el alto costo de obtener la licencia y los gastos de renovación. 

Otro aspecto que mencionan los codemandantes es el beneficio que los 

Artículos 4.04 y 4.06 otorgan a ciertos funcionarios del Gobierno de 

Puerto Rico al eximirles del pago de los costos de obtener el permiso en 

cuestión. 
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Igualmente, los codemandantes alegaron que otros requisitos que 

impone la Ley de Armas, tales como (1) obtener un certificado de 

antecedentes penales; (2) no pertenecer a una organización que incurra 

en actos de violencia o dirigida al derrocamiento del Gobierno constituido; 

(3) obtener una certificación negativa de deuda del Departamento de 

Hacienda; (4) someter una declaración jurada y estar sujeto al criterio de 

terceros; (5) requerir huellas digitales y fotos; (6) requerir el cumplimiento 

con la ASUME y (7) esperar un plazo de ciento veinte (120) días para que 

el Superintendente emita la decisión, trastocan su derecho fundamental a 

poseer y portar armas.  

 Expusieron, además, que esta garantía constitucional debe ser 

aplicada a Puerto Rico al amparo de la Ley de Relaciones Federales1 y la 

Decimocuarta Enmienda de la Constitución, y que la Ley 404 debe 

analizarse bajo el crisol de un escrutinio estricto, por tratarse de un 

derecho fundamental. A base de este análisis, los codemandantes 

concluyen que el Estado no demostró que el medio adoptado a través de 

la Ley de Armas es la alternativa menos onerosa para llevar a cabo el 

propósito de la misma. Por ende, exponen que procede declarar 

inconstitucionales los artículos antes mencionados y las enmiendas que 

trajo consigo la Ley 142. 

 El Estado Libre Asociado de Puerto Rico (ELA), por sí y en 

representación de los demás codemandados, radicó, el 14 de noviembre 

de 2014, una Moción de desestimación al amparo de la Regla 10.2 (5) de 

Procedimiento Civil. Sostuvo en su moción que los codemandantes 

carecen de legitimación activa para representar a todos los ciudadanos 

que les aplica las disposiciones en controversia de la Ley de Armas. 

Además, alegó que la Solicitud de sentencia declaratoria es 

improcedente, ya que las reglas de autolimitación impiden evaluar el 

asunto traído ante la consideración del TPI. Por otra parte, arguyó que el 

derecho de poseer y portar armas de fuego, regulado por el ELA a través 

                                                 
1
 1 L.P.R.A. sec. 2. 
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de la Ley de Armas, no impide al ciudadano a ejercer su derecho. En la 

alternativa, expresó que la legislación prevalece tras un análisis de 

escrutinio estricto. Finalmente, indican que los requisitos y limitaciones 

que establece el estatuto son razonables y no impiden que el ciudadano 

respetuoso de la Ley pueda ejercer el derecho a poseer y portar un arma 

de fuego corta en su hogar. 

 El TPI, luego de ponderar las posiciones de cada parte en torno a 

la procedencia, o no, de la Solicitud de sentencia declaratoria, declaró con 

lugar la Moción de desestimación del ELA y desestimó con perjuicio la 

Solicitud presentada. El foro recurrido concluyó, primeramente, que todos 

los demandantes tienen legitimación activa para litigar el caso. Sobre la 

inconstitucionalidad de la Ley de Armas, dictaminó que el estatuto y los 

artículos señalados no prohíben de manera alguna la posesión o 

portación de armas de fuego a los ciudadanos, sino la manera y forma en 

que el derecho será ejercido. Añadió que el Estado sostiene un interés 

apremiante en lograr una solución efectiva al problema del control de 

armas de fuego por el alza en la actividad criminal, y de promover una 

mayor seguridad y bienestar público para la ciudadanía del país. 

Por otra parte, el TPI entendió que el escrutinio intermedio es el 

apropiado para evaluar los reclamos de los demandantes. A base de ese 

nivel de análisis, el foro recurrido concluyó que los requisitos que 

estableció la Asamblea Legislativa para la expedición de las licencias de 

posesión y portación son razonables para los demandantes y que los 

mismos están sustancialmente relacionados con el interés significativo del 

Estado en controlar la criminalidad y las armas de fuego con el fin de 

mantener la seguridad pública. Los demandantes solicitaron la 

reconsideración de tal sentencia el 3 de febrero de 2016, pero la misma 

fue declarada sin lugar el 10 de febrero siguiente. 

Inconformes, los demandantes acuden ante nosotros mediante un 

recurso de apelación y señalan que el TPI cometió los siguientes errores: 

 



 
 
 
KLAN201600512    

 

5 

Primer señalamiento de error: 
Erró el Tribunal, como base a discutir la constitucionalidad 
de la Ley 404-2000, fundamentarse en la exposición de 
motivos de la misma. Las exposiciones de motivos de una 
ley no son ley, meramente son la expresión de la intención 
legislativa la cual no necesariamente implican la 
constitucionalidad del contenido de la misma y tampoco son 
un presagio ni profecía de que el resultado bajo la función 
de la misma tenga a bien concretarse. 
 
Segundo señalamiento de error: 
Erró el Tribunal cuando asume en su exposición, cosa que 
es al calco de la exposición del estado de que el derecho a 
tener y portar armas no es ilimitado (página 14 de la 
sentencia) con total abstracción de la realidad jurídica que 
los rodea; los derechos fundamentales pueden ser 
regulados siempre y cuando dicha regulación no incida 
sobre la libre ejecución de dicho derecho. 
 
Tercer señalamiento de error: 
Erró el TPI en la aplicación de un escrutinio intermedio a los 
casos de [segunda] enmienda, puesto que tratándose de un 
derecho individual y fundamental y de uno que claramente 
se expuso no es un “derecho aguado” que no responde a la 
doctrina de balance de intereses, las decisiones del [Primer 
C]ircuito, políticamente dirigidas no se ajustan a la realidad 
de derecho, demostrado fehacientemente por el caso de 
Caetano, supra. 
 
Cuarto señalamiento de error: 
Err[ó] el tribunal, en el ánimo de abrazar la visión más 
escueta posible a fin de no entrar al análisis de la ley 
particularizadamente (sic), cerrándose a entender, desde 
una óptica inconstitucional, que solo las prohibiciones 
absolutas se tienen por inconstitucionales y que meramente 
la legislación local lo que hace es reglamentar como se va a 
llevar a cabo el derecho, lo regula en pos de mantener la 
política pública que se proclama en la exposición de motivos 
de la Ley 404-2000, cuando lo primero es falso y lo segundo 
también. 
 
Quinto señalamiento de error: 
Err[ó] el Tribunal en determinar que los Artículos 2.04 y 2.06 
de la Ley 404-2000 no son inconstitucionales. 

 
 El ELA, por conducto de la Oficina de la Procuradora General, 

presentó su oposición a la apelación. Arguye que la Apelante pretende 

atribuir al derecho de poseer y portar armas de fuego un alcance 

irrestricto que no procede, según lo resuelto en los casos de District of 

Columbia v. Heller2 y McDonald v. City of Chicago,3 y que el requisito de 

requerir una licencia para poseer y portar un arma de fuego son 

razonables, no menoscaban el derecho más de lo razonablemente 

                                                 
2
 554 US 570 (2008). 

3
 561 US 742 (2010). 
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necesario y está estrechamente relacionado con el interés significativo 

gubernamental de controlar la criminalidad y promover la seguridad 

pública.  

 Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, estamos 

en posición de resolver a base del estado de derecho vigente, aplicable a 

la controversia de autos. 

II 

A. La Ley de Armas de Puerto Rico 

La Ley de Armas, supra, fue promulgada con la intención de “lograr 

una solución efectiva al problema del control de armas de fuego en 

manos de delincuentes en Puerto Rico, el cual es una vertiente directa de 

la actividad criminal”, mediante “disposiciones innovadoras que 

responden al interés apremiante del Gobierno de Puerto Rico en lograr 

una ley cuya implantación permita a las agencias del orden público ser 

más efectivas en la lucha contra el crimen.” Exposición de Motivos, Ley 

de Armas. Igualmente, el estatuto persigue orientar “a las personas 

autorizadas en Puerto Rico a manejar armas de fuego para que lo hagan 

responsablemente, y a su vez, apercibe al delincuente de las serias 

consecuencias de incurrir en actos criminales utilizando armas de fuego.” 

Id.  

Conforme a lo dispuesto en la Ley de Armas, “el Estado ejercita su 

poder inherente de reglamentación, con el fin de promover una mayor 

seguridad y bienestar público para el Pueblo de Puerto Rico.” (Énfasis 

suplido.) Id. Afín con lo anterior, el legislador instituyó en dicha ley un 

“interés apremiante” en regular las armas de fuego que responda al alza 

en la actividad criminal, en el tráfico de sustancias controladas y en el 

robo y la importación de armas de fuego en Puerto Rico. 

En Puerto Rico existe un permiso para tener y poseer un arma, 

conocido como una “licencia de armas”. El peticionario que solicite la 

misma debe cumplir con los siguientes requisitos, todos establecidos en 

la Ley de Armas como sigue: 
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(1) Haber cumplido veintiún (21) años de edad. 
 
(2) Tener un certificado negativo de antecedentes penales 
expedido no más de treinta (30) días previo a la fecha de la 
solicitud y no encontrarse acusado y pendiente o en proceso 
de juicio por algunos de los delitos enumerados en la sec. 
456j de [la Ley de Armas] o sus equivalentes, tanto en 
Puerto Rico, los Estados Unidos o el extranjero. 
 
(3) No ser ebrio habitual o adicto a sustancias controladas. 
 
(4) No estar declarado incapaz mental por un tribunal. 
 
(5) No incurrir ni pertenecer a organizaciones que incurran 
en actos de violencia o dirigidos al derrocamiento del 
gobierno construido.  
 
(6) No haber sido separado de las Fuerzas Armadas bajo 
condiciones deshonrosas, o destituido de alguna de las 
agencias del orden público del Gobierno de Puerto Rico o 
sus municipios. 
 
(7) No estar bajo una orden del tribunal que le prohíba 
acosar, espiar, amenazar o acercarse a un compañero 
íntimo, alguno de los niños de ese compañero o a persona 
alguna, y no tener un historial de violencia. (Énfasis 
nuestro.) 
 
(8) Ser ciudadano de los Estados Unidos de América o 
residente legal de Puerto Rico. 
 
(9) No ser persona que, habiendo sido ciudadano de los 
Estados Unidos alguna vez, renunció a esa ciudadanía. 
 
(10) Someter una declaración jurada atestiguando el 
cumplimiento con las leyes fiscales; estableciéndose que 
será razón para denegar la expedición de la licencia 
solicitada o para revocar ésta el que el peticionario haya 
incumplido con las leyes fiscales del Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico. 
 
(11) Cancelar un comprobante de rentas internas de cien 
dólares ($100) a favor de la Policía de Puerto Rico; 
Disponiéndose, que en los casos en que se deniegue la 
licencia, la cantidad pagada no será reembolsable. 
 
(12) Someter en su solicitud una (1) declaración jurada de 
tres (3) personas que no tengan relación de consanguinidad 
o afinidad con el peticionario y que so pena de perjurio, 
atestigüen que el peticionario goza de buena reputación en 
su comunidad, y que no es propenso a cometer actos de 
violencia, por lo que no tienen objeción a que tenga armas 
de fuego. Esta declaración será en el formulario provisto por 
el Superintendente junto a la solicitud de licencia de armas. 
 
(13) Someter su solicitud cumplimentada bajo juramento 
ante notario, acompañada de una muestra de sus huellas 
digitales, tomada por un técnico de la Policía de Puerto Rico 
o agencia gubernamental estatal o federal competente, y 
acompañada de dos (2) fotografías de dos (2) pulgadas por 
dos (2) pulgadas de tamaño, a colores, suficientemente 
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reciente como para mostrar al peticionario en su apariencia 
real al momento de la solicitud.   
 
(14) Someter una certificación negativa de deuda de la 
Administración para el Sustento de Menores, expedida no 
más de treinta (30) días previo a la fecha de la solicitud. 
 
[…]. 25 L.P.R.A. sec. 456a (a). 

 
Esa misma sección establece que cada cinco (5) años, en el quinto 

aniversario de la fecha de expedición de la licencia de armas, la licencia 

deberá ser renovada cumplimentando una declaración jurada dirigida al 

Superintendente de la Policía, previo el pago del comprobante (de 

$100.00) de rentas internas, haciendo constar que las circunstancias que 

dieron base al otorgamiento inicial se mantuvieron inalterados. En la 

alternativa, el juramento deberá especificar de qué manera las 

circunstancias del peticionario han cambiado. La Ley de Armas provee 

para que el peticionario pueda renovar la licencia hasta seis (6) meses 

antes, o treinta (30) días después de la fecha de vencimiento de la 

licencia de armas. 25 L.P.R.A. sec. 456a (f). 

Ahora bien, transcurridos los treinta (30) días antes mencionados 

sin gestionar la renovación conllevará una multa administrativa de 

cincuenta dólares ($50) por mes, que podrá acumularse hasta un máximo 

de seis (6) meses, y la cantidad acumulada por tal concepto deberá ser 

satisfecha como requisito previo a la renovación. Si pasados seis (6) 

meses, el peticionario no renueva la licencia de armas, el 

Superintendente revocará la misma e incautará las armas y municiones. 

No obstante, éste podrá renovar y reinstalar su licencia hasta seis (6) 

meses más después de la revocación o la incautación, mediante el pago 

del doble de la multa acumulada. Una solicitud de novo se mantendrá 

como una opción para todo peticionario, siempre y cuando éste cumpla 

con el pago de cualquier multa pendiente. En ese caso, el solicitante 

podrá recobrar las armas incautadas, si el Superintendente no hubiese 

dispuesto de ellas. 25 L.P.R.A. sec. 456a (f). Todo concesionario será 

notificado de la fecha de renovación de licencia seis (6) meses antes del 

vencimiento de la misma. Id. 
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Por otra parte, la sección 456b de la Ley de Armas ordena que las 

sumas recaudadas por concepto de los comprobantes de rentas internas 

que acompañan las solicitudes, así como la totalidad de los fondos 

recaudados por razón de multas administrativas, sean utilizados 

exclusivamente para todo lo directamente relacionado a la operación del 

Registro Electrónico y el proceso de expedición de licencias de armas, y 

para sufragar el costo de cualquier campaña que deba llevarse a cabo 

con el propósito de orientar al público sobre el uso y manejo de armas y 

de la legislación pertinente a esta materia. 25 L.P.R.A. sec. 456b. 

B. La Segunda Enmienda y el criterio de razonabilidad 

La Segunda Enmienda de la Carta de Derechos de la Constitución 

de los Estados Unidos sobre el derecho a poseer y portar armas es 

aplicable a los estados por virtud de la Enmienda Catorce de la misma, 

que contiene la renombrada cláusula del debido proceso de ley. 

McDonald v. City of Chicago, supra. Siendo un derecho fundamental que 

aplica a los estados, por ello también aplica a Puerto Rico bajo la doctrina 

de incorporación territorial. Pueblo v. Santa Vélez, 177 D.P.R. 61, 65 

(2009). No obstante, aunque tiene carácter fundamental, este derecho no 

es uno ilimitado, como tampoco lo es, a modo de ejemplo, el derecho a la 

libertad de expresión. Sobre este asunto, el Tribunal Supremo de los 

Estados Unidos (TSEEUU) expresó en McDonald v. City of Chicago, 

supra, lo siguiente: 

It is important to keep in mind that Heller, while striking down 
a law that prohibited the possession of handguns in the 
home, recognized that the right to keep and bear arms is 
not “a right to keep and carry any weapon whatsoever in 
any manner whatsoever and for whatever purpose.” (…). 
We made it clear in Heller that our holding did not cast 
doubt on such longstanding regulatory measures as 
“prohibitions on the possession of firearms by felons and the 
mentally ill,” “laws forbidding the carrying of firearms in 
sensitive places such as schools and government buildings, 
or laws imposing conditions and qualifications on the 
commercial sale of arms.” (…). We repeat those assurances 
here. Despite municipal respondents’ doomsday 
proclamations, incorporation does not imperil every law 
regulating firearms. (Énfasis y subrayado nuestro.) (Citas 
omitidas.) McDonald v. City of Chicago, supra, pág. 786. 
 

http://web2.westlaw.com/find/default.wl?serialnum=2022394586&tc=-1&rp=%2ffind%2fdefault.wl&sv=Split&rs=WLW11.04&db=0000999&tf=-1&findtype=Y&fn=_top&vr=2.0&pbc=91892ED2&ordoc=1978018803
http://web2.westlaw.com/find/default.wl?serialnum=2022394586&tc=-1&rp=%2ffind%2fdefault.wl&sv=Split&rs=WLW11.04&db=0000999&tf=-1&findtype=Y&fn=_top&vr=2.0&pbc=91892ED2&ordoc=1978018803
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Por tanto, es evidente que los estados, con inclusión de Puerto 

Rico, están autorizados a regular el derecho a portar armas, de existir un 

interés apremiante. 

El debido proceso de ley de la Decimocuarta Enmienda “se 

manifiesta en dos dimensiones distintas, sustantiva y procesal.” Rivera 

Santiago v. Srio. de Hacienda, 119 D.P.R. 265, 273 (1987). Al analizar 

una ley que “regula un derecho o una libertad que afecta a la ciudadanía 

en general por igual, se la somete al escrutinio del debido proceso de ley 

sustantivo” y “cuando la ley establece clasificaciones que regulan el 

ejercicio de un determinado derecho o libertad de un modo distinto a 

diversos grupos o personas, entonces se aplica el escrutinio ("test") de la 

igual protección de las leyes.” Domínguez Castro v. E.L.A., 178 D.P.R. 1, 

41 (2010).  

En cuanto al análisis constitucional bajo la igual protección de las 

leyes, este nos requiere “evaluar la relación entre el propósito que se 

quiere obtener y la clasificación utilizada por el Estado” y “ponderar la 

importancia del derecho o interés afectado por la actuación del Estado.” 

Berberena v. Echegoyen, 128 D.P.R. 864, 878 (1991). La doctrina 

jurisprudencial en nuestra jurisdicción provee para la utilización de “dos 

escrutinios: el estricto y el racional.” Id. (Citas omitidas.) 

El escrutinio estricto se ejerce sobre “clasificaciones sospechosas, 

o que afectan derechos fundamentales”. Berberena v. Echegoyen, supra, 

pág. 879. Éstas se encuentran expresamente enumeradas en la Sección 

1 del Artículo II de nuestra Constitución, el cual dispone lo siguiente:  

Todos los hombres son iguales ante la ley. No podrá 
establecerse discriminación alguna por motivo de raza, 
color, sexo, nacimiento, origen o condición social, ni ideas 
políticas o religiosas.” Const. E.L.A., supra, Sec. 1. 
 
Bajo el escrutinio estricto, “la legislación se presume 

inconstitucional y le corresponde al Estado probar la existencia de un 

interés apremiante”. (Énfasis nuestro.) Berberena v. Echegoyen, supra. 

Por otra parte, el escrutinio tradicional o racional “se utiliza cuando 

la legislación impugnada no crea unas clasificaciones sospechosas o no 
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afecta derechos fundamentales.” Berberena v. Echegoyen, supra.  Al 

utilizar este escrutinio, “la ley se presume constitucional si existe un 

mero nexo racional entre el propósito legislativo y la clasificación 

establecida” y “[l]a ley será constitucional siempre que razonablemente 

pueda concebirse una situación que justifique la clasificación.” (Énfasis 

nuestro.) Id., que cita a Vélez v. Srio. de Justicia, 115 D.P. R. 533, 538 

(1984). 

Por otra parte, la garantía del debido proceso de ley “sólo exige 

que la ley no sea irrazonable, arbitraria o caprichosa, y que el medio 

elegido tenga una relación real y sustancial con el objetivo que se 

persigue."  A. Roig, Sucrs. v. Junta Azucarera, 77 D.P.R. 342, 357 (1954). 

(Citas omitidas.) Es decir, los tribunales “no entrarán en consideraciones 

sobre la sabiduría de las medidas legislativas, sino que sostendrán su 

constitucionalidad a menos que no tengan un propósito público legítimo, o 

sean claramente arbitrarias, o que no guarden una relación razonable con 

el propósito público que persiguen”. Morales v. Lizarribar, 100 D.P.R. 717, 

731 (1972). (Citas omitidas.)  

Al utilizar el escrutinio de nexo racional “el tribunal tiene que 

adoptar una actitud de gran deferencia hacia la actuación legislativa que 

se impugna” y “[e]l fundamento de esta norma de deferencia reside en el 

principio constitucional de separación de poderes”. San Miguel Lorenzana 

v. E.L.A., 134 D.P.R. 405, 431 (1993). Por esta razón, la ley se presume 

constitucional y “la parte que impugna la constitucionalidad del estatuto 

deberá probar los hechos en que se fundan para demostrar que la 

reglamentación legislativa no tiene base racional.” Marina Ind., Inc. v. 

Brown Boveri Corp., 114 D.P.R. 64, 80 (1983). Las limitaciones impuestas 

por la garantía del debido proceso de ley “solo requieren que la 

reglamentación no sea irrazonable, arbitraria o caprichosa y que el medio 

elegido tenga una relación real y sustancial con el objetivo que se 

persigue”. Id. 
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III 

Los apelantes señalan que erró el TPI al resolver que los Artículos 

2.04 y 2.06 de la Ley de Armas no son inconstitucionales y al utilizar 

como fundamentos para ello la exposición de motivos de dicha ley, al 

determinar que el derecho a portar armas no es ilimitado, al utilizar el 

escrutinio intermedio y al abrazar la visión más escueta posible en su 

análisis. No tienen razón. 

La sentencia apelada dispuso la desestimación de la Solicitud de 

sentencia declaratoria con perjuicio. El TPI reconoció en esa sentencia 

que el derecho a portar y poseer armas es un derecho fundamental en 

Puerto Rico conforme a lo dispuesto en la Enmienda Decimocuarta de la 

Constitución de los Estados Unidos y determinó que los demandantes 

tienen legitimación activa para incoar la Solicitud de sentencia 

declaratoria. Luego, el foro apelado resolvió a base del escrutinio 

intermedio que la Ley de Armas no prohíbe de forma alguna la posesión y 

portación de armas de fuego en Puerto Rico y sí regula “la manera y 

forma en que se ejercerá este derecho.”4  

Una lectura detenida de los Artículos 2.02, 2.05, 2.06, 5.04, 5.06 de 

la Ley de Armas, tomando en consideración las normas de derecho antes 

esbozadas sobre el escrutinio constitucional de las leyes, nos convence 

de que el TPI actuó conforme a derecho al resolver que lo que se dispone 

es el cumplimiento con ciertos requisitos razonables para garantizar 

la seguridad y bienestar público, lo que no menoscaba el derecho de 

portar y poseer armas. Estamos convencidos de que los apelantes no 

demostraron que esas disposiciones son inconstitucionales, por lo que 

procede confirmar la sentencia.   

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado la norma “de que 

toda revisión se da contra la sentencia y no contra sus fundamentos.”  

Piñeiro v. Int’l Air Serv. of P.R., 140 D.P.R. 343, 354 (1996), que cita a 

Vélez Rodríguez v. Amaro Cora, 138 D.P.R. 182 (1995). El análisis que 

                                                 
4
 Apéndice del recurso, Anejo III, pág. 17. 
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hemos llevado a cabo para ejercer nuestra función revisora nos lleva a 

resolver que procede confirmar la sentencia apelada. 

IV 

 Por todo lo antes expuesto, se confirma la sentencia recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


